Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Siendo las 10 y 50 minutos, se da comienzo a la sesión de la Comisión de Hacienda. 
(Es la hora 10 y 50 minutos) 


En primer lugar, la Secretaría nos ha informado que se han solicitado cerca de veinte audiencias por lo que la Presidencia -luego de 
realizar algunas consultas- propone que se cree una Subcomisión para recibirlas. A esos efectos, la Secretaría va a efectuar las 
consultas necesarias para ver si se pueden recibir los miércoles 10 y 17 de setiembre a la hora 10 contando con la presencia de, 
por lo menos, un señor Senador por lema. En cada oportunidad, se recibirían cinco de las audiencias que se consideren más 
urgentes. 


En segundo término, hemos recibido de parte de la Junta Departamental de Maldonado palabras de un Edil y una solicitud de 
audiencia remitida por la Coordinadora de Deudores en Dólares de Salto. En este último caso, la Presidencia considera que 
debería recibirla la Comisión en pleno cuanto antes. 


En tercer lugar, el Poder Ejecutivo ha enviado dos proyectos de ley: uno está referido a la unidad indexada y el otro a la aplicación 
del artículo 27 de la Ley de Bancos de 27 de diciembre de 2002. 


En cuanto al Orden del Día, la Mesa informa que a pedido del convocante, el señor Senador Larrañaga, que no podía estar 
presente, se suspendió la reunión con los Ministros Alfie y Bordaberry del día de hoy. Por lo tanto, la misma se va a tratar de 
agendar para la semana que viene o, en su defecto, para la otra. Es necesario precisar que el señor Ministro Bordaberry comunicó 
que quizás ya no ocupe la Cartera de Industria, Energía y Minería por lo que acordamos que si él está, vendrá y, de lo contrario, se 
suspenderá la reunión y se arreglará una nueva convocatoria con el Ministro correspondiente. 


El primer punto del Orden del Día es: Análisis de lo actuado durante la visita de los asesores del Banco Central del Uruguay el 
pasado jueves 14. Esto tiene que ver con el artículo 31 y cabe señalar que el proyecto de ley ya figura en el Orden del Día del 
Senado. Se presentó un texto redactado por algunos señores Senadores. 


SEÑOR HEBER.- Razonando en voz alta, advierto que se eliminó lo relativo a la primera operación que figuraba en la redacción 
original del señor Senador Astori. 


SEÑOR COURIEL.- Eso está, señor Senador. Concretamente dice: "cuyos ahorros fueron aplicados por primera vez a contar de". 
SEÑOR HEBER.- Confieso que este concepto no me convence. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que nos entregó la Secretaría es el texto que envió el señor Senador Astori. 


De todos modos, antes de ingresar al detalle de la redacción debo decir que no estoy de acuerdo con elaborar un texto diferente al 
que ya elevamos. Obviamente, habilitaremos la discusión para que se pueda llegar a otra redacción si los señores Senadores así lo 
entienden. También podemos discutir el fondo del asunto, aunque creo que ya lo hemos hecho en varias oportunidades. En 
definitiva, se avanzará en todo aquello que se desee, se discutirá el punto en el Senado y si hay voluntad en esa oportunidad se 
cambiará el texto o se votará tal como está. 


SEÑOR HEBER.- Estoy de acuerdo con el artículo 1? de esta nueva redacción, con la dificultad -que a mi juicio todavía persiste- de 
buscar la fecha que en nuestra opinión es la objetiva en lo que tiene que ver con la actitud de vaciar el Banco Montevideo en 
términos generales. 


Se ve que la gente que sigue este tema paso a paso tiene la versión taquigráfica al día y antes que nosotros, lo cual no me parece 
mal. No juzgo incorrecto que nos sigan y nos fiscalicen de la manera que lo están haciendo sesión a sesión. Aclaro, por lo demás, 
que no estoy culpando a la Secretaría, que no tiene nada que ver con esto. Insisto en que esa posibilidad de contar con la versión 
taquigráfica forma parte de la transparencia que debemos tener cuando discutimos estos temas. En algunas ocasiones la tribuna 
coincide con uno y en otras no, pero eso pasa muchas veces. 


Naturalmente, en estos días he tenido fuertes mensajes en cuanto a que establecer la fecha es injusto. En tal sentido quiero dejar 
la constancia en Sala para hablar bien de este tema, porque me parece que hace a la cuestión de fondo. No me parece mal que 
haya Senadores que no quieran poner fecha, pero reivindico el mismo derecho de aquellos que queremos establecer una porque 
ello nos da más tranquilidad de espíritu. Será opinable y discutible, ¡cómo no! Lamento si esto no coincide con la mayoría de los 
que son damnificados en este sentido, pero creo que tenemos que ir a buscar una fecha que dé garantías a todos de que la 
operación de vaciamiento del Banco Montevideo no se estaba realizando. Nadie me podrá venir a decir que desde el año 1993 en 
que el TCB estaba habilitado para funcionar en nuestro país, había vaciamientos del Banco Montevideo. ¿Cuál es la fecha? Estoy 
dispuesto a discutirla incluso con versión taquigráfica, escuchando cuáles son los puntos que nos pueden dar garantías. Este no es 
un problema de recorte sino de justicia, lo que a uno le parece que es lo más justo, y a mí me parece que no establecer una fecha 
es injusto. Respecto a quienes opinan lo contrario y no adjudico ni intención ni nada por el estilo, tal como debe ser en estas 
cuestiones. En los últimos días he recibido información -he sido "bombardeado" en ese sentido- respecto a la fecha de la que 
nosotros veníamos hablando, es decir el 31 de diciembre de 2001. A mi juicio, la información que KPMG da a los depositantes es 
muy importante, porque comunica que sus depósitos no estaban en el Banco Montevideo sino fuera de él. Eso no sucedió con los 
nuevos depositantes, pero sí con los que venían depositando en el Banco. Esa información servía de base como para poder actuar 
y sacar, es decir que aquellos que dejaron sus depósitos allí eran plenamente conscientes de que los estaban depositando en el 
exterior y no en el Banco Montevideo. Hasta ahora nadie me ha probado lo contrario, sin perjuicio de lo cual estoy dispuesto a 
buscar la mejor fecha que nos dé garantías a todos. 


Aquí tengo en mi poder un informe de una persona cuyos papeles pasaron al TCB a mediados del año 2001. Todavía no leí con 
detalle cómo había sido la operación, pero seguramente el 31 de diciembre recibió ese comunicado de KPMG en el que se le 
comunicaba que sus depósitos no estaban en el Banco Montevideo sino fuera de él. No he tenido la oportunidad de entrevistarme 
para poder saber cómo era la información, en qué carácter la recibió y si venía en algún documento que pudiera generar confusión. 


Creo que un informe de KPMG que dice "sus depósitos no están en el Banco Montevideo, están en el TCB" es, a mi juicio, 
definitorio como para saber qué riesgos tenía. 


Ahora bien; no he visto la documentación que esa consultora ha dado, ni tampoco me han hecho llegar una copia de esa 
información los que me envían mails o elementos de comprobación como para saber si generaba o no confusión. 


Esto es lo que en principio debo decir con relación a este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que el señor Senador Heber plantea que no se han comprobado otras cosas -y, 
naturalmente, respetando su posición- y en función de que el tema lo hemos discutido y casi como Penélope tejemos y destejemos, 
quiero al menos insistir otra vez -quizá sea la última- en cómo uno razona esto. No se trata de un problema de justicia o de 
injusticia en el sentido estricto de la palabra, por cuanto dentro de las personas que, en las fechas más restrictivas que la Comisión 
manejó, quedarían comprendidas por el proyecto de ley, obviamente habrá algunas que fueron al Banco Montevideo a sacar la 
plata fuera del país plenamente conscientes de ello. ¿Por qué con relación al Banco Montevideo se llega a que, una vez que se 
hace la ley de Bancos, se incluyan los artículos 27 y 31? El artículo 27 se pone porque la plata del Estado la vamos a destinar en 
una parte a compensar a los ahorristas, porque creemos que los han estafado, y el artículo 31 porque sentimos que muchas de las 
personas cuyos dineros fueron a parar a otros lugares habían sido estafadas. Tan es así que se manejó la cifra de U$S 97:000.000. 


Cuando uno parte de la base de que se había montado una operativa de engaño -no comprobable por uno; ello es algo que 
quedará a cargo de la Justicia- empieza a usar los dineros públicos para atender esa situación. De pronto, podríamos haber dicho 
que todo lo que cobre el Estado se destinará a un proyecto que ayude a erradicar la pobreza; no hicimos eso sino, por medio del 
artículo 27, atender a los damnificados de estos Bancos con los recursos que podría rescatar el Estado. 


La operativa de sacar los dineros del país no empezó en el año 2002, sino mucho antes, a tal punto que en marzo el Estado 
uruguayo a través de algunas resoluciones dice que la posición que tiene el Banco Montevideo en papeles del TCB es muy alta. 
¿Muy alta por qué? Porque fue entrando en una dinámica anterior. La comunicación de la consultora dice "usted está en tal cosa", 
pero no que el Banco Montevideo tenía una posición riesgosísima con respecto a esos papeles, que el Banco Montevideo no había 
diversificado los certificados en el exterior -que estaban a su nombre y no al de las personas- en diferentes Bancos. Era un solo 
Banco de los mismos propietarios y recordemos que las normativas del Banco Central estrictamente prohíben que, por ejemplo, los 
Bancos presten a sus propias empresas o que se hagan colocaciones entre instituciones bancarias de los mismos propietarios. 


Entonces, en la medida en que hay una operativa de engaño es que se llega a esta conclusión. Naturalmente que luego se podrá 
ser más o menos restrictivo, pero cuando se ponen fechas nos podemos encontrar que con algunos amparados por el proyecto de 
ley se están cometiendo injusticias, porque tuvieron una real voluntad de sacar sus dineros al exterior, y con que respecto a otros 
que quedan fuera por un problema de fecha, también se están cometiendo injusticias. Por eso prefiero que amparemos a todos los 
que fueron objeto de injusticias, sabiendo que va a haber gente que será contemplada y que quizá no tenga derecho, que genera 
una situación en la que algunos que tienen que ser amparados, no lo sean. 


Esa es nuestra forma de razonamiento, y de ello quiero que quede constancia en la versión taquigráfica. 


Habían contratos genéricos, por lo tanto, si el Banco hubiera estado un mes más se habrían enviado más ahorros hacia el exterior 
y, algunos de los ahorristas que se consideran indiscutidos, serían discutidos. En definitiva, creo que esto va a terminar 
discutiéndose en el Senado y habrá que redactar las modificaciones para aquellos señores Senadores que las compartan. Si en el 
día de hoy no logramos tener consenso -debido a que los señores Senadores que aprueban las modificaciones no están presentes- 
creo que en el correr de la próxima semana -entre el martes o el miércoles- los señores Senadores deberán ponerse de acuerdo al 
respecto para, después, modificarlas en el Plenario. Creo que esta discusión no debe dilatarse más. De cualquier manera, me 
parece importante dejar la constancia en la versión taquigráfica. 


SEÑOR HEBER.- Si el señor Presidente lo permite, quiero aclarar que no me gusta la redacción dada al artículo 19 cuando dice 
"cuyos ahorros fueron aplicados por primera vez". Estos se renovaban y no me parece que sea una limitante al tema. Por el 
contrario, me gustaría que la redacción dijera: "titulares de cajas de ahorro o depósitos a la vista o cuentas corrientes o depósitos a 
plazo fijo", quitar la frase que dice "cuyos ahorros fueron aplicados por primera vez" y, después sigue diciendo "a contar de tal fecha 
a la adquisición de participaciones en certificados de depósitos emitidos por el Trade 8 Commerce Bank" 


SEÑOR COURIEL.- Hubo gente que hizo depósitos en el año 1993, fue al Trade 8 Commerce Bank y cada 90 días los renovó. 
Pero, esto viene desde 1993. 


SEÑOR HEBER.- Me da la sensación de que el tema que queremos cubrir es la fecha de la información. Aunque puede ser que, 
quizás, los depósitos hayan ido al Banco Montevideo, los renovaban automáticamente en el mismo Banco sin tener plena 
conciencia de que el Trade 8 Commerce Bank estaba afuera y de que se venía renovando cada 90 días y que, además, tenían 
depósitos ahí desde el año 1993. Por este motivo, la fecha del 31 de diciembre me parece correcta porque se informó claramente 
que los depósitos estaban en el Trade 8 Commerce Bank y no en el Banco Montevideo. Entonces, es por eso que creo que no 
sirve la frase que alude a citar por primera vez; podía venir haciéndose una operativa que, a mi juicio, generaba una posible 
confusión porque en los documentos y en los estados de fondos constaba el nombre del Banco Montevideo. Algunas situaciones en 
particular se pueden justificar -y al respecto, tengo un caso- pero, otras, no. Me refiero al caso de que el propio Banco venía 
pasando los depósitos sin consultar y, después, daban determinadas explicaciones. Entonces, cuando esta persona se encontraba 
con que le habían pasado los depósitos no del Banco Montevideo al Trade 8 Commerce Bank sino, según la documentación que 
obra en mi poder, a Velox Invesment, le preguntaba al Banco por qué sus depósitos figuraban en Velox. Por su parte, el Banco 
argumentaba que todavía no tenían la documentación para poder pasarlos al Trade 8 Commerce Bank pero que era lo mismo, que 
no se preocupara porque era igual de seguro. Esta es una operativa que se da en los años 2001 y 2002, no en el 2000. Algunos 
creemos que la fecha del 31 de diciembre es determinante como para que el depositante pudiera saber, realmente, dónde estaban 


sus depósitos. Entonces, no me importa el hecho de que vinieran depositando desde el año 2000 o desde 1993 y fueran renovando 
porque este no es el concepto, sino que lo central era que el ahorrista tuviera plena conciencia de que los depósitos estaban en el 
Trade 8 Commerce Bank. Al respecto me parece que el informe de KPMG es definitorio en ese sentido: podían ser hace dos, tres o 
cinco años, pero se les dijo que tenían los depósitos en el Trade £Commerce Bank y no en el Banco Montevideo. 


Entonces, el hecho de que el depósito viniera de antes o de que la persona lo viniera renovando, no me hace tanta fuerza como el 
tema de la fecha, pero lo discuto, pues creo que acá sería importante tener mayor nivel de consenso como para poder votar un 
proyecto alternativo, tratando de trasmitir cierto grado de certeza acerca de lo que le está costando afrontar esto al sistema de 
ahorro y al Nuevo Banco Comercial. 


SEÑOR BRAUSE.- Deseo dejar una constancia. Debemos confesar que desde nuestra posición de Legisladores se torna, al 
menos en lo personal, muy difícil procurar discernir a través de la ley el concepto de justicia. Entonces, no es casualidad que 
cuando uno era estudiante de la Facultad de Derecho aprendía de los sabios que la ley debe ser general y abstracta, y que la 
justicia es un concepto que sirve para determinar las diferencias en los casos concretos, a los efectos de tratar de forma desigual a 
los desiguales, tarea que deben llevar a cabo los jueces o los terceros encargados de la aplicación concreta de la justicia. Debo 
expresar que esa experiencia la estoy viviendo desde el punto de vista personal, más que nunca, en estas circunstancias en que 
procuramos dar una solución a las situaciones creadas por quienes dirigían los Bancos de Montevideo y de La Caja Obrera. Eso 
también lo vimos en ocasión de tratar el tema del Banco Comercial, cuando discutíamos el proyecto de ley que luego se transformó 
en la Ley N* 17.613. Concretamente, le dimos la solución a través del artículo 31, por el que se creaba una Comisión que atendía 
como un tercero, procurando hacer justicia y contemplando los casos concretos. 


Ahora retomamos el tema. Esta cuestión de hacer justicia desde la ley ya la había señalado cuando di mi voto favorable para que 
pasara a Sala el primer y único proyecto de ley que al respecto fue enviado al Senado. Desde entonces hemos vuelto a discutir y 
cambiar ideas sobre esta tan difícil situación y ahora estamos frente a un nuevo proyecto de ley. Aquí quiero rescatar las palabras 
que recuerdo dijo el señor Senador Astori en la última sesión en el sentido de que cuando se habla de justicia -refiriéndonos al caso 
de aquellos que no se ven contemplados por la solución de la Ley N* 17.613 y que, en principio, no estarían contemplados por la 
Comisión del artículo 31- no tenemos que perder de vista a quienes sí han quedado contemplados originalmente por la ley, porque 
sus ahorros quedaron radicados en el Uruguay y no afuera. 


Creo que si empezamos a incluir en soluciones de esta naturaleza a quienes dejaron sus ahorros en el país, se hace mucho más 
confusa la aplicación del concepto de justicia desde la ley, porque en la medida en que estamos incorporando aquellos ahorros que 
no estaban en el país con la idea de hacer justicia, de alguna manera no la estamos haciendo con aquellos ahorristas que dejaron 
su dinero en el Uruguay. 


SEÑOR HEBER.- Estoy siguiendo muy atentamente el razonamiento del señor Senador Brause -como siempre- porque, sobre todo 
en estos asuntos, debido a su conocimiento del tema, importa mucho su opinión ya que nos ayuda a ser lo más justos posible. 


Lo que no me queda claro del razonamiento que viene haciendo el señor Senador es esa diferencia que hace entre depósitos en el 
exterior y depósitos en el Uruguay. Me da la sensación de que hubo una suerte de engaño, aunque eso no parece desprenderse de 
ese razonamiento, pero a lo mejor me estoy adelantando. Creo que todos estaban diciendo que tenían los ahorros en el Uruguay y 
esa es la discrepancia que tengo con aquellos que dicen que estaban en el exterior. No; no estaban en el exterior. Fueron fruto de 
un engaño; les dijeron que estaban acá, controlados por el Banco Central. Hubo toda una mecánica que ayudó a la confusión de 
mucha gente depositante. Si fueran ahorros depositados en el exterior, no tengo ninguna duda en no contemplarlos; si tuviera la 
certeza de que los ahorristas estaban conscientes de que depositaban fuera del Uruguay, yo no los contemplaría en ninguna ley y 
no estaría votando absolutamente nada, ni siquiera el artículo 31. Sin embargo, voto el artículo 31 y este proyecto de ley porque 
tengo la convicción de que fueron inducidos al error, que fueron engañados y que hicieron confianza excesiva en el Banco de 
Montevideo porque las señales del Gobierno eran a favor de esa institución bancaria, a tal punto que el propio Gobierno le había 
entregado al Banco la Caja Obrera. Las señales eran que ese banco contaba con el respaldo del Banco Central y que era la flor y 
la nata del sistema financiero nacional. 


Entonces, frente a todos esos mensajes, creo que también hay responsabilidad del Estado, del Gobierno y de todos nosotros ya 
que, reitero, se le vendió nada menos que el Banco la Caja Obrera y se dieron señales favorables a la confusión al generarse 
confianza en una institución que era respaldada por el Gobierno. 


Por estos motivos estoy diciendo -y me importa mucho escuchar el razonamiento del señor Senador Brause- que tengo la 
convicción de que fueron engañados. Ahora bien; me parece también fundamental determinar cuándo se produjo ese engaño y 
cuándo el banco no se vaciaba. Hay que establecer cuándo se trataba de una oferta del banco para mejores colocaciones en 
función de la tasa de interés, y cuándo se pasó a generar un vaciamiento del Banco de Montevideo y del Caja Obrera para ayudar 
a otras inversiones del grupo Peirano en otras partes del mundo. Ese es el tema. 


SEÑOR BRAUSE.- Comparto plenamente el razonamiento del señor Senador Heber y creo que, justamente, esa es la cuestión. Es 
muy difícil encontrar la respuesta. En un extremo tenemos al ahorrista que tenía el ahorro acá, en Uruguay, y sobre el que no cabe 
ninguna duda. En el otro extremo tenemos a aquellos ahorristas cuyos ahorros claramente fueron dirigidos hacia el exterior y sobre 
los que tampoco hay problemas. La duda se presenta en las situaciones intermedias, es decir, en esas zonas grises porque, 
justamente, es ahí donde procurar dar soluciones desde el punto de vista legal, se torna sumamente engorroso. Y en aras de hacer 
justicia desde la ley, se pueden cometer también injusticias frente a aquellos que tenían los ahorros claramente en el Uruguay. De 
ahí la necesidad de que haya un tercero que determine cuándo se produce el engaño al que hacía referencia el señor Senador 
Heber, y cuándo no, porque cada situación va a ser distinta, y es precisamente un tercero el que tiene que analizar caso a caso la 
solución a los problemas concretos para definir en qué situación hubo consentimiento y en cuál faltó dicho consentimiento. 


De ahí la solución del artículo 31 de la Ley N* 17.613. 


Quiere decir que estamos en esa línea de razonamiento -que compartimos junto con el señor Senador Heber- pero vuelvo al 
principio, esto es, a la dificultad de alcanzar la justicia para los casos concretos desde la ley. De ahí la necesidad de que haya un 
tercero -llámesele juez, comisión o como se le quiera denominar- que establezca las diferencias entre aquellas situaciones en que 
hubo consentimiento y en las que no, en las que hubo engaño y en las que éste no existió. 


Si bien el concepto de justicia es abstracto, ideal, en este caso que estamos considerando entiendo que también es real y concreto, 
porque en la medida en que incorporemos ahorristas a la posibilidad de la distribución de los recursos limitados que existen, se la 
estaremos restando a aquellos otros que claramente ahorraron y dejaron sus depósitos en el Uruguay. 


De manera que, reitero, el tema no es fácil; simplemente estoy dejando constancia de mi modo de razonar. En aras de pensar en 
una solución sin que ello signifique compromiso de opinión a la hora de votar, y dado que los señores Senadores hicieron 
referencia desde puntos de vista distintos a la constancia o al informe que eleva el auditor independiente KPMG a cada uno de los 
ahorristas, quiero señalar -en función de alguna experiencia que tengo en la materia, de otra etapa de mi vida- que efectivamente 
es así. Los auditores que son independientes, que además son autorizados a funcionar por el Banco Central del Uruguay en tal 
carácter -ya que no cualquier auditor puede serlo de una institución de intermediación financiera, sino que debe ser expresamente 
autorizado, reitero, por el Banco Central; KPMG es uno de ellos- tienen la obligación de elevar cada tanto tiempo a los depositantes 
una constancia en donde les digan dónde tienen sus depósitos y a cuánto ascienden, entre otros datos. Además, debe decirles que 
en un plazo equis -que generalmente es de diez días- deben contestar al auditor independiente si hay conformidad con esos saldos 
y destinos; de lo contrario, se da por sentado que el cliente al cual se envió esa correspondencia con esas constancias acepta lo 
que el auditor independiente le ha enviado. Esa comunicación que hace el auditor independiente tiene una razón de ser, que 
explicaré con mucho gusto luego de que el señor Presidente haga uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que no voy a hablar por todos los que reciben la notificación de la consultora, pero pregunto 
qué sucedería, si yo fuera el cliente y los ahorros no estuvieran en el Banco Montevideo, en el caso de que la consultora me dijera 
que, revisados todos los números y hechos los análisis de dicho Banco, los depósitos están en tal lado. Si yo estoy en otro banco 
dentro o fuera del país, la consultora del Banco Montevideo no tiene que informarme nada. ¿Por qué me informa? Porque tengo el 
mismo número de cuenta, porque soy cliente del Banco Montevideo y porque éste me vendió un certificado de ese depósito que es 
de ese Banco, pero yo tengo una cuota parte dentro de él. 


Aunque, jurídicamente -y quizás el señor Senador Brause tenga razón y lo respaldo- fuera aceptable que ese ahorrista 
estrictamente podría no serlo y, si hubo una política de engaño, -y comparto lo dicho por el señor Senador Heber- no empezó 
cuando la consultora les comunica, sino antes. A tal punto fue esto así que los ahorros que una persona supuestamente tenía en 
otro banco, "saltaron" en el Banco Montevideo, fueron analizados por la consultora y le comunicaron que todo estaba bien y que los 
ahorros estaban en tal lado. Sin embargo, la persona seguía convencida que era cliente del Banco Montevideo, con un mismo 
número de cuenta, sin que la consultora le comunicara que sobre el TCB están altamente expuestos. No estamos hablando de 
certificados de 30 bancos de primera línea mundial, sino que se trata de estar integrado por ellos mismos y nadie les informó nada. 


SEÑOR HEBER.- Me gustaría preguntarle al señor Senador Brause, ya que parecería que está informado de la mecánica de las 
auditorías de los bancos, si la auditoría del KPMG era anual. Concretamente, quisiera saber si todos los 31 de diciembre informaba. 
¿Hay otro informe del 31 de diciembre del año 2000? 


SEÑOR BRAUSE.- Voy a comenzar respondiéndole al señor Senador Heber. Tengo entendido que las empresas auditoras tienen 
la obligación de comunicar cada tanto tiempo a los clientes, a los efectos de que presten o no su conformidad. No sé si lo tienen 
que hacer una o más veces al año y si la fecha de la auditoría es el 31 de diciembre. Si la memoria no me falla -y aquí acudo a la 
ayuda de los señores Senadores que tienen conocimiento en materia contable- las auditoras deben realizar esta operación al 31 de 
diciembre porque, ¿qué auditan? Concretamente, auditan los estados contables que, en el caso de las instituciones de 
intermediación financiera, de acuerdo a normas bancocentralistas, deben cerrar en dicha fecha. Esto no quiere decir que la auditora 
prepare los estados contables, sino que los audita, les da el salvo conducto -si se me permite utilizar esta expresión- es decir que 
dichos estados contables han sido preparados teniendo en cuenta, entre otras cosas, normas adecuadas. En función de que dicho 
cierre debe hacerse al 31 de diciembre, el auditor realiza una auditoría de los estados contables corroborando que reflejen la 
realidad que se está analizando. Para ello envían a todos los clientes del banco la correspondiente comunicación. No cabe ninguna 
duda que este procedimiento lo tienen que llevar a cabo con los propios clientes del banco, con los ahorristas que tienen sus 
depósitos en la institución. 


Las instituciones de intermediación financiera también están autorizadas por el Banco Central a realizar depósitos en el exterior, tal 
como lo explicaron con tanta claridad los asesores del Banco Central cuando concurrieron a la Comisión. Esta actividad la llevan a 
cabo los bancos y se denomina "actividad privada". En esa oportunidad, los asesores hicieron referencia a ello, utilizando la 
expresión inglesa "private banking". Este procedimiento consiste en el ofrecimiento al cliente de un menú de opciones -algunas 
locales y otras en el exterior- y, en definitiva es éste quien resuelve , teniendo en cuenta muchos factores, entre ellos, lógicamente, 
si le reditúa mayor o menor interés. 


Para realizar esos depósitos en el exterior, primero el cliente debe tener colocado su dinero en una cuenta en el banco que está en 
el Uruguay. Luego, el banco, si así lo acordó con el cliente, le envía esos depósitos a otra institución financiera del exterior que está 
o no controlada por ese banco. Esa constancia figura en el banco en el Uruguay, de manera que cuando se realiza la auditoría, no 
solo se hace respecto de aquellos clientes que tienen los depósitos en el Uruguay sino también de los que los tienen en el 
extranjero. Eso es efectivamente así. Además, cuando se efectúa la auditoría, se le informa expresamente al cliente dónde están 
sus depósitos y se parte de la base que si en un plazo de diez días no se responde quiere decir que lo aceptó. ¿Por qué ocurre 
esto? Porque se supone que en los hechos la situación es esa y cuando auditan el estado contable eso es lo que están en 
condiciones de informar, no al Banco Central, sino al público en general. No debemos olvidar que en el caso de las instituciones de 
intermediación financiera, de acuerdo con normas bancocentralistas, los estados contables debidamente auditados son luego 
publicados en el Diario Oficial. 


Cuando doy este tipo de explicaciones estoy haciendo uso de la memoria y no quiere decir que sean exactas por cuanto estoy 
incursionando en un terreno que refiere a las auditorías y a la contabilidad sobre lo que cedo la derecha a quienes tienen más 
conocimiento que yo en esa materia. 


Por lo tanto, cuando el auditor realiza estos cometidos, simplemente está tratando de comprobar hechos objetivos y no puede 
Opinar sobre si se trata de un depósito riesgoso o no ya que entraría en consideraciones de índole subjetiva y esa no es la función 
que éste debe cumplir. 


Insisto en lo del principio. La constancia o la comunicación que los auditores envían a los clientes de los bancos a los efectos de 
que confirmen o no el depósito, es un hecho importante que, además, hace a la práctica bancaria. Cabe destacar este aspecto 
porque a la hora de pensar en modificar el artículo 31, debemos posicionarnos en el tiempo en que ocurren todos estos 
acontecimientos. Estamos hablando de una comunicación que hace el auditor a los clientes al 31 de diciembre de 2001 cuando ya 
había ocurrido el desplome de la economía argentina y se conocía que se había decretado el famoso "corralito". Por consiguiente, 
muchos uruguayos -no quiero decir todos- temían que lo propio ocurriera en el Uruguay y, por consiguiente, debo creer que cuando 
se enteraban que sus depósitos estaban en el exterior, se sentían a salvo. Digo esto a título de comentario porque es obligatorio 
para nosotros pensar en los tiempos que se vivieron en diciembre de 2001, y enero, febrero y marzo de 2002 cuando realmente se 
produjo un cataclismo financiero en esta área del mundo. 


No quiero entrar en referencias tales como las de que en lugar de pagarse un interés del 2% o del 3% a los depósitos en el 
Uruguay, en el exterior se pagaba un 8% o un 9%, porque este es otro aspecto que se vincula al hecho de que a mayor tasa de 
interés, es más riesgosa la inversión. Creo que eso es de Perogrullo. 


Dicho todo esto a título más que de comentarios, quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de mis preocupaciones, que 
fueron manifestadas al tiempo de votar afirmativamente el proyecto de ley que fuera elevado al Plenario, así como también de la 
posición que habré de adoptar en ocasión de que este tema se trate en el Senado de la República. 


SEÑOR SANABRIA.- Evidentemente, estamos frente a un tema muy complejo que ha llevado a la Comisión varios días y horas de 
trabajo y, seguramente, insumirá algunas más. 


No puedo dejar de reconocer la estricta preferencia técnica, profesional y seria que se desprende del planteamiento realizado por el 
señor Senador Brause. Si tenemos en cuenta la realidad que vivieron el Banco Montevideo y el Banco La Caja Obrera en los 
últimos tiempos ni las auditorías ni los gerenciamientos ni las intervenciones pudieron evitar el manejo deshonesto que esas 
instituciones tuvieron en todo ese período, aun en esta situación vinculada a los depósitos del Banco Montevideo en una primera 
etapa en el exterior y luego a cuenta de los clientes en el exterior. 


En el caso específico de las auditoras, evidentemente, la referencia es concreta, exacta y ajustada a Derecho. Ahora bien, me 
pregunto qué posibilidades jurídicas, legales, de conocimiento financiero o de colocaciones tiene el cliente a quien, en muchos 
casos, le llegó el papel por correo y fue al Banco a preguntar de qué se trataba y le respondieron que estaba todo bien, que era un 
tema interno del Banco. Ninguna. 


En el caso de las tasas de interés, quienes las pagaban eran los Bancos. Si ellos pagaban el 6%, 7% o 8% era porque el Banco 
Central del Uruguay no les dejaba pagar en plaza, aunque terminaron pagando igual, fuera de las normas y controles del Banco 
Central del Uruguay. Puedo decir que todas las instituciones privadas con dificultades terminaron pagando en el mostrador y en los 
últimos tiempos el 6%, 7% o 8%. Evidentemente, nos encontrábamos en una situación totalmente anormal en cuanto a las 
dificultades que, como bien se dijo acá, provenían, entre otras cosas, de las corridas argentinas. 


Reitero que el tema es muy complejo y seguramente tendremos que seguir analizándolo. En este sentido, voy a realizar las 
siguientes propuestas. La primera es la de que, en virtud que el señor Senador Herrera en el día de hoy no pudo concurrir por 
problemas personales, se postergue el tratamiento de este tema. La segunda es la de tratar de considerar simultáneamente el 
proyecto de ley que ha enviado el Poder Ejecutivo vinculado a los Bancos suspendidos o fusionados, concretamente, con los bonos 
y obligaciones, creyendo que el mismo va a poner fin a un tema que nos va a dejar en el tintero, evidentemente, la preocupación de 
haber votado lo mejor posible en situaciones que sabemos son dificultosas. 


Como se ha dicho acá, pretendemos ser lo más justos y solidarios posible con los uruguayos que, evidentemente, hoy siguen 
mirando hacia el sistema político en relación a una caída económica y financiera realmente muy compleja. 


Por lo tanto, más allá de no frenar la posibilidad de expresión de los señores Senadores, hacemos moción en el sentido de 
postergar la consideración de este tema hasta la próxima semana para tratar estos proyectos en forma conjunta y viabilizar una 
solución que, en definitiva, creo que está en el ánimo de todos los señores Senadores, más allá de los matices que cada uno pueda 
tener con respecto al tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de votar la moción del señor Senador Sanabria, quería plantear algunas preguntas al señor Senador 
Brause. 


En primer lugar, ¿qué Banco en plaza tenía una posición de certificados de depósito en el exterior en un Banco que no era de 
primera línea como la tenía el Banco Montevideo? Ninguno. 


En segundo término, cuando el Banco Montevideo envía certificados, constancias y cartas cada tres meses y luego la Consultora 
manda lo que manda, ¿el cliente del Banco -muchos llamaron a preguntar y otros no- qué entiende? Entiende que el Banco le está 
prestando un servicio, que maneja su dinero y que ahora hay un auditor que verificó los extremos que él le indica. 


En tercer lugar, ¿por qué el TCB se instaló en las Islas Caymán? Para hacer una operativa del propio grupo. Cuando el Banco 
Montevideo compraba certificados de depósito para prestar un servicio al cliente, no diversificaba su oferta. No decía: "Tengo treinta 
ofertas de certificados de depósito de treinta Bancos del mundo". Era el Banco de ellos. Cuando diversificaba la oferta, era el VIC, 
que también era de ellos. Acá hubo una operativa como para uno ponerle fecha. Pero, ¿al otro proyecto planteado le vamos a 
poner fecha? Solucionamos todo, pero en el caso de las Euronotas no ponemos fecha, mientras que a los certificados de depósito 
sí les ponemos. 


SEÑOR HEBER.- No he leído el proyecto, pero me parece que el Banco Comercial o el Banco Montevideo, en su momento, 
hicieron una colocación a nivel nacional. Por eso digo que la estafa fue el engaño de que los depósitos estaban en el país cuando 
se encontraban en el exterior. No es lo mismo. Por eso a quienes fueron directamente al TCB en Carrasco los dejamos afuera. 
¿Por qué? Porque, en ese caso, es seguro que no hubo engaño. ¿Cuándo hay engaño? Cuando pasan los depósitos del Banco 
Montevideo. ¿Cuándo empezó la operativa engañosa? Cuando comenzaron los problemas en el grupo Peirano y cuando 
empezaron a vaciar al Banco Montevideo para asistir a otras colocaciones. Esa es mi convicción. 


Me parece que el Banco Montevideo tuvo primero una actitud de oferta y después de estafa a la que pasó violentamente y sin 
consulta a la gente del Trade Commercial Bank. Creo que fue la desesperación del Banco por buscar fondos que lo llevó a pasar 
hasta U$S 500. ¿Una persona que tiene U$S 500 va a colocar la plata al 8% de interés porque acá le dan el 6%? 


Me parece que esas personas fueron engañadas, estafadas y eso es más patente y certero cuanto más chico es el monto. Digo 
esto porque en montos de U$S 1:000.000 o U$S 1:500.000, la tasa de interés incide de tal manera que la persona puede verse 
tentada a pasarlo, pero quien sólo tiene un ahorro de U$S 2.000 o U$S 10.000 no creo que optara por un riesgo de esta naturaleza 
por una diferencia de dos puntos en la tasa de interés. 


Creo que estos son elementos de juicio y uno va armando un razonamiento en base a ellos. Pero bonos es una colocación nacional 
diferente que respalda justamente al Banco. Uno cree en el Banco al punto tal que compra bonos que son de ese Banco. Digo esto 
porque recibí consultas relativas a la colocación de dinero y las personas decían que el que se ¡ba a fundir era el Banco Comercial 
o los Peirano; ese era el razonamiento. 


SEÑOR SANABRIA.- Y se fundieron. 


SEÑOR HEBER.- Efectivamente, se fundieron, pero quiero aclarar cuál era el razonamiento que se hacía; entonces, no es lo 
mismo la fecha a considerar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es así: la gente que fue a la calle Arocena no fue engañada acerca de que sus dineros se 
remitieran hacia el exterior, sino que fueron estafadas, porque el TCB no estaba en las condiciones en que los Peirano -cuando 
hablaban personalmente con ellos- les decían que estaba. No pueden ser considerados en ningún momento como clientes o 
ahorristas del Banco Montevideo. 


Entonces, creo que con lo que manda el Poder Ejecutivo, con lo que agrega el proyecto de ley del señor Senador Herrera, más lo 
que hicimos con los artículos 27 y 31 de la Ley de Bancos, creo que a los ahorristas les estamos dando un trato igualitario. A los 
que fueron a depositar al TCB en forma directa, en ningún momento se los puede considerar ahorristas del Banco Montevideo; sí a 
los que están incluidos en el proyecto del Poder Ejecutivo. Los que compraron certificados y los renovaban, lo hacían con el Banco 
Montevideo. 


SEÑOR COURIEL.- Sólo quería dejar una constancia. 


Había entendido que veníamos a esta reunión a cerrar la redacción del señor Senador Astori y que la Comisión nos había mandado 
por correo electrónico y que nos entregó en el día de hoy. Pero, en realidad, lo que ocurre es que la discusión vuelve, y lo hace 
porque el tema es complejo, porque hay diferencias y porque todos estamos recibiendo "e-mails" de los depositantes y ahorristas al 
respecto. Entonces, esto no es sencillo. 


En consecuencia, la constancia que quiero dejar es la siguiente. En el Uruguay quebraron cuatro Bancos y quienes eran sus 
depositantes no tenían absolutamente ningún derecho, salvo recibir algo de la liquidación o algún tipo de indemnización de la 
Justicia. Sin embargo, nosotros elaboramos una ley para que tuvieran derechos. Dicha ley buscaba asegurar algo que estaba como 
vigente en la cultura uruguaya, que era que habría un seguro implícito para toda persona que depositara en un Banco. 


Entonces, pensamos en que toda persona que depositó en un Banco siempre supuso que habría un seguro que la iba a cubrir y se 
intentó, por la vía de la ley del Nuevo Banco Comercial, atender a quienes habían hecho un depósito en el país. 


Como los fondos no alcanzan para incluir a todos los depositantes, la ley resolvió que el Estado les otorgue -de la parte que es 
acreedor- las cantidades necesarias para por lo menos -y eso lo establecimos en la ley- cubrir los primeros U$S 100.000. Como se 
trataba de Bancos en los que se habían producido engaños y maniobras, se agregó el artículo 31 que, en síntesis, otorgaba 
derechos a todo aquel que le hubieran sacado el dinero al exterior sin su consentimiento -aquí se centraba la discusión- o contra su 
voluntad. Si estamos acá es porque hubo engaño; ese tema no está en discusión ¿Cuál es la situación? Un Banco puede decir a 
una persona que por seguridad o rentabilidad -tasa de interés- le va a colocar el dinero en "commercial papers" en Velox. Entonces, 
quizás el depositante no tenga toda la claridad necesaria para entenderlo, pero lo cierto es que esa plata se va al exterior. Es claro 
que no se trata del depositante normal. También puede suceder que el Banco le diga que va a colocar el dinero, por seguridad o 
rentabilidad, en el Trade and Commerce Bank. En otras reuniones ya he dicho que desde 1974 en el Uruguay hay libertad irrestricta 
en el movimiento de capitales, por lo que cada uruguayo tiene derecho a colocar su dinero donde quiere. Por lo tanto, es 
absolutamente legal que alguien vaya a un Banco y la coloque en papeles o en el exterior. Repito que la gente tiene todo el 
derecho a hacer eso. 


No obstante, estábamos tratando de compensar a aquel depositante que siempre supuso que tenía un seguro implícito. Como hubo 
engaños, creamos una Comisión para que definiera, si era posible, cuándo la plata había sido llevada al exterior sin el 
consentimiento o contra la voluntad del depositante. ¿Qué ocurre? Hay casos de todo tipo. Mucha gente estuvo de acuerdo con 
que su capital se derivara al TCB porque allí estaría más seguro y lo podría sacar cuando quisiera. La verdad es que la ley no 
quería contemplar a esa persona, como tampoco al que depositaba en el TCB en la calle Arocena. Se buscaba amparar al 
depositante normal. 


El punto es que de acuerdo con todas las informaciones recibidas queda claro que hubo engaños. Entonces, ¿de dónde surgió la 
duda? Los que se presentaron a la Comisión Asesora del Banco Central -no recuerdo bien el nombre- no podían demostrar que sin 
su consentimiento el dinero había ido a parar al TCB. La verdad es que de los 1.500 ahorristas sólo han ido 300 ó 400, por lo que la 
tarea no se terminó. Esa Comisión puede encontrar gente a la que sin su consentimiento le derivaron la plata hacia el exterior. 
Tengo la sensación de que fueron engañados; estoy seguro de eso. Por lo tanto, reitero, cuando se presenten, la Comisión podría 
resolver el caso. A su vez, confieso que no tengo ningún inconveniente en mantener en la ley sin ninguna fecha a la persona que 
pueda demostrar que le sacaron el dinero sin su consentimiento. 


¿Por qué pusimos una fecha? Porque hay otras personas que tienen el papel que les dice que se depositó en el exterior. Que 
muchos no tenían conciencia o fueron inducidos, es verdad; o, de pronto -como me decía una persona que ayer vino a verme- que 


al mudarse, el Banco Montevideo en la otra sucursal mandó la plata al TCB. Pero la persona sabía que la plata estaba en el TCB; lo 
que no sabía es que no sería amparado como un depositante normal del Banco Montevideo. 


En consecuencia, estoy dispuesto a seguir contemplando a toda persona engañada -porque para eso estamos- de cualquier fecha. 
No tengo problema. Pero no tengo más remedio que pedirle que demuestre que ha sido engañada; o que fue contra su voluntad o 
sin su consentimiento. Eso se tiene que demostrar. 


Por otro lado, ¿por qué estamos poniendo una fecha? Porque a partir del momento en que el Banco Central le dijo al Banco 
Montevideo que no podía seguir comprando certificados de depósito en el TCB -hablamos del 7 de marzo del 2002- el Banco 
Montevideo sin consultar a sus clientes sacó la plata y se las colocó fuera. Entonces es evidente que eso fue contra su voluntad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si una persona, en febrero, pide un certificado de depósito, y en marzo o abril el banco se lo pone a su 
nombre, según el razonamiento que hace el señor Senador Couriel esa persona en febrero ya tenía la plata afuera, porque tenía un 
certificado de depósito como el que lo tiene en noviembre del 2001. 


SEÑOR COURIEL.- Si ya tenía la plata afuera y no demuestra que ello sucedió sin su consentimiento, quedó afuera, señor 
Presidente; no tengo ninguna duda. La ley que nosotros votamos -que me parece muy buena- no los contempla. Yo quiero 
contemplar a los engañados. 


En definitiva, he llegado a la conclusión de que los que fueron engañados en cualquier fecha, deben ser contemplados, pero tienen 
que demostrar que fue contra su voluntad y sin su consentimiento. En este sentido creo que en la Comisión van a aparecer casos 
de cualquier fecha de personas engañadas, a las que entiendo hay que contemplar. 


El otro elemento que tenemos sobre la mesa es que a partir de ese 7 de marzo en que el Banco Central dijo al Banco Montevideo 
que no podía comprar más certificados de depósito, hubo una especie de rapiña. Entonces -reitero- el Banco Montevideo sin 
consultar a los clientes sacó plata de allí y la colocó en el TCB. A ese lo tengo que contemplar. Que de pronto se me mete alguno, 
es posible. 


Por lo tanto tengo que contemplar, por un lado, a todo aquel que demuestre que en cualquier fecha se obró contra su voluntad y sin 
su consentimiento. Este entra a la Comisión, la que opera como juez. Al otro que debo contemplar también -este es el máximo 
engañado- es al que le quitaron su plata, se la colocaron afuera y nunca le avisaron. El único elemento que aquí hemos encontrado 
es establecer una fecha y creí que hoy veníamos a eso. Sin embargo siento que el tema es complejo y difícil y que no hemos 
llegado a un acuerdo. El señor Presidente dice que quiere mantener la posición original que está en el Senado y tiene todo el 
derecho a hacerlo; seguramente el señor Senador Sanabria se encuentra en una posición cercana. En fin, no hay entonces chance 
alguna de lograr consenso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Sanabria nos comunicó -el señor Senador Couriel no se encontraba en Sala en ese 
momento- que vino un proyecto de ley del Poder Ejecutivo para contemplar la situación de los Eurobonos. Todos lo leímos muy por 
arriba, pero sabemos que refiere al artículo 27. En función de ello, el señor Senador planteó -no quiero repetir lo sugerido- 
suspender esta discusión y hacer, con cierta urgencia -si es que esa fue su intención- un solo proyecto. El señor Senador Sanabria 
me dice que no, que la idea es tratar conjuntamente ambos proyectos. 


SEÑOR COURIEL.- Pido excusas por la interrupción, pero ocurre que tengo que retirarme. Personalmente no tengo ningún 
inconveniente en tratarlos conjuntamente, aunque no conozco el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. De cualquier 
manera, si tiene naturaleza similar en el sentido de atender a determinados acreedores, insisto en que no tengo ningún problema 
en que se consideren conjuntamente. 


SEÑOR SANABRIA.- Lo que planteé es trabajarlos conjuntamente, pero no que se fusionen los proyectos, puesto que se trata de 
cosas totalmente distintas más allá de que todas tienen que ver con la caída del sistema financiero. En definitiva, el planteo del 
Poder Ejecutivo -hice una lectura rápida del proyecto- estriba en el análisis de alrededor de U$S 280:000.000 de Eurobonos del 
Banco Montevideo y del Banco Comercial a los que se les daría una salida por vía de la ley a los efectos de contemplar esas 
situaciones. 


Entonces, como de contemplaciones también estamos hablando en el otro proyecto, creo que por lo menos podríamos tener otro 
horizonte más o menos acabado del proyecto del Poder Ejecutivo sumado a la necesidad de que en el día de hoy la Comisión no 
se pronuncie a pedido de nuestro sector, en virtud de que el señor Senador Herrera no ha podido concurrir a esta sesión por 
cuestiones personales. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR SEGOVIA.- Como se imaginarán los señores Senadores, me resulta muy difícil seguir este tema porque no tengo la 
perspectiva de todo lo que se ha discutido en Comisión y, además, de por sí este asunto es muy complicado. 


De lo expuesto en el día de hoy por los distintos señores Senadores, he clarificado por lo menos la idea de a quiénes se quiere 
defender y en qué situación. En primer lugar, están aquellos que tuvieron la voluntad de dejar sus dineros acá y los mantuvieron y, 
en segundo término, también hay que defender a quienes tal vez tenían la voluntad de dejar sus ahorros acá, pero realmente 
fueron engañados. En cambio, no estaríamos amparando a aquellos que, por un motivo u otro, decidieron colocar sus depósitos en 
el exterior. Entonces, donde hubo engaño, tiene que haber protección, así como también tiene que haberla para quienes tuvieron la 
voluntad de dejar sus dineros acá por el motivo que fuere. Claro está que el tiempo que se demore va a ir agregando casos 
particulares que pueden surgir en función de la fecha que se establezca como límite. Pero, en lo personal, me parece adecuado 
hacer esto porque creo que este es el momento de arriesgar, con algún costo, la determinación de una fecha ya que, si surgen 
casos especiales, pueden o tienen tiempo para recurrir ante la Comisión. Entonces, por medio de una fecha se puede establecer si 
había confianza de parte de la gente porque, de lo contrario, se pueden seguir creando dificultades. 


Quería dejar esta constancia porque por lo que he leído en algunas versiones taquigráficas se estaría siendo profundamente injusto 
si no se reconocen esos dos casos: quienes tuvieron la voluntad de dejar sus dineros acá y aquellos que fueron engañados, 
debiendo estos últimos probar dicho engaño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siguiendo el razonamiento del señor Senador Sanabria, consulto a los señores Senadores si les parece 
correcto invitar el próximo martes a la hora 15 al señor Ministro de Economía para que nos presente el proyecto relativo al artículo 
27. 


Entonces, por un lado, quienes quieran hacer las modificaciones al proyecto que se elevó, ajustarán la redacción y nos 
presentarán, a quienes no estamos convencidos, sus propuestas porque, reitero, en Comisión va a ser más difícil hacerlo. Por otro, 
habría que poner en práctica lo que manifestó el señor Senador Sanabria -que, si no interpreté mal, fue compartido por el señor 
Senador Brause- en el sentido de que ingresen al Senado los proyectos en común y acordados. Además, por lo menos 
empezaremos con la presentación del proyecto por parte del Ministro de Economía, contador Alfie. 


SEÑOR HEBER.- Consulto a los señores Senadores si en lugar de hacerlo el martes, podemos reunimos el día miércoles a la hora 
15, siempre y cuando no haya otras Comisiones o reuniones de bancada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en función de lo conversado, resolvemos recibir al señor Ministro de Economía y Finanzas, 
contador Alfie, el próximo miércoles a las 15 horas, a fin de analizar al menos uno de los proyectos. Posteriormente veremos 
cuándo tratamos el tema en el Plenario. 


Luego, el jueves por la mañana recibiremos a los Ministros Alfie y Bordaberry, claro está, siempre y cuando el titular de la Cartera 
de Industria y Energía continúe en su cargo, pues de lo contrario se deberá suspender la reunión. 


Por su parte, la Secretaría va a hacer las consultas pertinentes para ver si es posible que los días miércoles 17 y 24 se reúna una 
Subcomisión de Hacienda para recibir a las delegaciones que desde hace algún tiempo han solicitado ser escuchadas. A esos 
efectos, sería conveniente que dicha Subcomisión estuviera integrada por un Senador de cada lema. 


Sin más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 12 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


